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ESTADO INDEPENDIENTE, LIBRE Y SOBERANO 
DE COAHUILA DE ZARAGOZA
PODER LEGISLATIVO

“2016, Año de la Lucha Contra la Diabetes”
	



Iniciativa con proyecto de Decreto por el que se adiciona un párrafo a los artículos 1 y 849 del Código Procesal Civil del Estado de Coahuila de Zaragoza.

· mediante la cual se propone establecer que los jueces y magistrados deberán tener por interpuesto y admitir, respectivamente, el recurso intentado por alguna de las partes, aunque exista error en su denominación, siempre que éste se haya hecho valer por parte legítima, oportuna y con los requisitos de forma legales.

Planteada por el Diputado Shamir Fernández Hernández, del Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben.

Fecha de Lectura de la Iniciativa: 10 de Mayo de 2016.

Turnada a la Comisión de Gobernación, Puntos Constitucionales y Justicia.

Fecha del Dictamen: 

Decreto No. 
Publicación en el Periódico Oficial del Gobierno del Estado:
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PARRAFO A LOS ARTÍCULOS 1 Y 849 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL EL 29 DE JUNIO DE  1999, QUE PRESENTA EL DIPUTADO SHAMIR FERNÁNDEZ HERNÁNDEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL, CONJUNTAMENTE CON LAS DEMÁS DIPUTADAS Y DIPUTADOS QUE LA SUSCRIBEN.

H. PLENO DEL CONGRESO DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
P r e s e n t e.- 
El que suscribe Diputado Shamir Fernández Hernández, DEL GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, del Partido Revolucionario Institucional, conjuntamente con las demás Diputadas y Diputados que la suscriben, en ejercicio de la facultad legislativa que me confieren el artículo 59 fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, en mi carácter de Diputado Integrante de la Sexagésima Legislatura de este Honorable Congreso del Estado, me permito someter al mismo, 
INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PARRAFO A LOS ARTÍCULOS 1 Y 849 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA, PUBLICADO EN EL PERIÓDICO OFICIAL EL 29 DE JUNIO DE 1999, DE ACUERDO CON LA SIGUIENTE:
EXPOSICIÓN DE MOTIVOS
 
En el mes de junio de 2011, se publicó en el Diario Oficial de la Federación el “Decreto por el que se modifica la denominación del Capítulo I del Título Primero y reforma diversos artículos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos”. Este decreto modificó, entre otros, el artículo 1 constitucional párrafos segundo y tercero, mediante la incorporación del principio “pro persona”. Este principio fue incorporado en el párrafo segundo de dicho artículo, el cual establece que “Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de conformidad con esta Constitución y con los tratados internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las personas la protección más amplia.” 
Asimismo, todas las autoridades del país, dentro del ámbito de sus competencias, se encuentran obligadas a velar no sólo por los derechos humanos contenidos en la Constitución Federal, sino también por aquellos contenidos en los instrumentos internacionales celebrados por el Estado Mexicano, adoptando la interpretación más favorable al derecho humano de que se trate, lo que se conoce en la doctrina como principio “pro persona”. 

De los anteriores mandatos constitucionales se desprende dicho principio “pro persona”, el cual tiene como fin acudir a la norma más protectora y, en su caso, preferir la interpretación de mayor alcance de ésta al reconocer y garantizar el ejercicio de un derecho fundamental.  Este principio que tiene esencialmente su origen en el ámbito del derecho internacional de los derechos humanos y ha sido definido como un criterio hermenéutico que informa todo el derecho internacional de los derechos humanos, en virtud del cual se debe acudir a la norma más amplia, o a la interpretación más extensiva, cuando se trata de reconocer derechos protegidos, e inversamente, a la norma o a la interpretación más restringida cuando se trata de establecer restricciones permanentes al ejercicio de los derechos o su suspensión extraordinaria.

         Asimismo, ha adquirido una amplia aceptación por el hecho de que el umbral fundamental en materia de derechos humanos es "la maximización y optimización del sistema de derechos y el reforzamiento de sus garantías", además de que "coincide con el rasgo fundamental del derecho de los derechos humanos, esto es, estar siempre a favor del hombre".

         Por su parte, el principio “pro actione” exige a los órganos judiciales que al interpretar los requisitos procesales legalmente previstos, tengan siempre presente la “ratio” de la norma con el fin de evitar que los meros formalismos o entendimientos no razonables de éstas impidan un enjuiciamiento de fondo del asunto y,  por otra parte, el derecho fundamental a la “tutela judicial efectiva” implica, en primer término, el acceso a la jurisdicción, es decir, que el gobernado pueda ser parte en un proceso judicial, dando con ello inicio a la función de los órganos jurisdiccionales de manera completa e imparcial y, en un segundo momento, el derecho que tiene el justiciable a obtener una resolución  sobre el fondo de la cuestión planteada y, en su momento, su cabal ejecución.
La Corte Interamericana de Derechos Humanos al explicar el alcance del principio pro persona en relación con las restricciones de los derechos humanos, ha expresado que "entre varias opciones para alcanzar ese objetivo debe escogerse aquella que restrinja en menor escala el derecho protegido. Es decir, la restricción debe ser proporcional al interés que la justifica y ajustarse estrechamente al logro legítimo del objetivo".

         Estos mandatos contenidos en el artículo 1 Constitucional, deben interpretarse en forma conjunta con lo establecido por el diverso 133, para determinar el marco dentro del que debe realizarse el control de convencionalidad ex officio en materia de derechos humanos a cargo del Poder Judicial, el que deberá adecuarse al actual modelo de control de constitucionalidad existente en nuestro país. 

Es en la función jurisdiccional, como está indicado en la última parte del artículo 133 en relación con el artículo 1 constitucionales, en donde los jueces están obligados a preferir los derechos humanos contenidos en la Constitución y en los tratados internacionales, aun a pesar de las disposiciones en contrario que se encuentren en cualquier norma inferior.

La tutela judicial efectiva, consagrada como derecho humano en los artículos 17 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y 8, numeral 1 y 25, numeral 1, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, en su vertiente de recurso efectivo, implica la obligación para los tribunales de resolver los conflictos que se les plantean sin obstáculos o dilaciones innecesarias y evitando formalismos o interpretaciones no razonables que impidan o dificulten el enjuiciamiento de fondo y la auténtica tutela judicial, por lo que los órganos encargados de administrar justicia, al interpretar los requisitos y las formalidades procesales legalmente previstos, deben tener presente la ratio de la norma para evitar que los meros formalismos impidan un enjuiciamiento de fondo del asunto. 

La presente iniciativa tiene como finalidad incorporar a la legislación procesal civil del estado, el espíritu de los citados principios “pro persona” y “pro actione”, principalmente en cuanto a la interpretación de normas relacionadas con la protección de la persona y su derecho de acceso a la justicia.
Ello puede lograrse si, mediante la preferencia interpretativa extensiva, como manifestación del principio “pro persona” y la aplicación del principio “pro actione”, se optimiza la interposición y admisión de los medios de impugnación, incluyendo aquellos en donde no opere la suplencia de la queja, dada la calidad de instrumentos garantes de los derechos fundamentales.

Por tanto, los requisitos para admitir los juicios, incidentes en ellos permitidos, o recursos intentados, establecidos por el legislador, deben ser de interpretación estricta para no limitar el derecho fundamental a la tutela judicial efectiva, haciendo posible, en lo esencial, el ejercicio de dicho derecho, por lo que debe buscarse, con apoyo en los principios “pro persona” e “in dubio pro actione”, la interpretación más favorable al ejercicio de ese derecho humano, sin soslayarse los presupuestos esenciales de admisibilidad y procedencia de los juicios, incidentes en éstos permitidos o recursos intentados, lo anterior se contiene en el párrafo que se adiciona al artículo 849 del Código Procesal Civil.

Es necesario señalar con precisión, que el contenido de la presente iniciativa en ningún momento se contrapone con lo dispuesto en el artículo 855 del ordenamiento que se pretende reformar, ya que en dicho numeral se hace referencia a la interposición de varios medios de impugnación que se realizan en forma simultánea; al aprobarse la presente propuesta y el consecuente reconocimiento de los multicitados principios constitucionales se evitará que las partes de un procedimiento de carácter civil incurran en el supuesto que se menciona en dispositivo citado, además de incidir en el desarrollo y utilización del principio “pro persona” en la legislación procesal ya que por medio de su aplicación en forma práctica se podrán advertir los aspectos positivos del referido principio en la impartición y administración de justicia. 

Por lo que, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 59 Fracción I de la Constitución Política del Estado de Coahuila de Zaragoza, así como por los artículos 21 fracción IV, 152 fracción I y demás aplicables de la Ley Orgánica del Congreso del Estado Independiente, Libre y Soberano de Coahuila de Zaragoza, se presenta ante este H. Congreso del Estado, el siguiente:
PROYECTO DE DECRETO
ARTÍCULO ÚNICO. - Se adiciona un párrafo a los artículos 1 y 849 del Código Procesal Civil para el Estado de Coahuila de Zaragoza, publicado en el Periódico Oficial, el 29 de junio de 1999, para quedar como sigue:
ARTÍCULO 1
Derecho a la tutela jurisdiccional.

Ninguna persona podrá hacerse justicia por sí misma, ni ejercer violencia para reclamar su derecho.
Toda persona tiene derecho a que se le administre justicia por tribunales que estarán expeditos para impartirla en los plazos y términos que fijen las leyes, emitiendo sus resoluciones de manera pronta, completa e imparcial. Su servicio será gratuito, quedando, en consecuencia, prohibidas las costas judiciales.
La tramitación de los asuntos judiciales no podrá alterarse o entorpecerse por disposiciones fiscales.
Los jueces y magistrados deberán optimizar la interposición y admisión de demandas, así como los medios de defensa e incidentes hechos valer por las partes, evitando en todo momento formalismos o interpretaciones no razonables que impidan o dificulten el enjuiciamiento o solución de fondo del asunto, siempre y cuando se hagan valer por parte legítima, oportuna y con los requisitos de forma legales. 

ARTÍCULO 849.

Recursos.

Para impugnar las resoluciones judiciales se conceden los siguientes recursos:

I. Reconsideración.

II. Apelación.

III. Queja.     

Los jueces y magistrados deberán tener por interpuesto y admitir, respectivamente, el recurso intentado por alguna de las partes, aunque exista error en su denominación, siempre que éste se haya hecho valer por parte legítima, oportuna y con los requisitos de forma legales.  
ARTÍCULOS TRANSITORIOS
ARTÍCULO ÚNICO. - El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación el Periódico Oficial del Gobierno del Estado. 
Dado en la sede del Congreso del Estado de Coahuila de Zaragoza el día diez de Mayo de  2016.
ATENTAMENTE

Por Grupo Parlamentario “Gral. Eulalio Gutiérrez Ortiz” del Partido 

Revolucionario Institucional

DIP. SHAMIR FERNANDEZ HERNANDEZ
LAS DIPUTADAS Y LOS DIPUTADOS INTEGRANTES DEL 

GRUPO PARLAMENTARIO “GRAL. EULALIO GUTIÉRREZ ORTIZ”, DEL 

PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

DIP. JAVIER DÍAZ GONZÁLEZ
DIP. LUIS GURZA JAIDAR
DIP. FRANCISCO TOBÍAS HERNÁNDEZ
DIP. ANA ISABEL DURÁN PIÑA

DIP. JOSÉ MARÍA FRAUSTRO SILLER
DIP. JOSE RICARDO SALDIVAR VAQUERA

DIP. MARTHA HORTENSIA GARAY CADENA
DIP. MELCHOR SÁNCHEZ DE LA FUENTE

DIP. LILIA ISABEL GUTIÉRREZ BURCIAGA
DIP. ANTONIO NERIO MALTOS

DIP. VERÓNICA MARTÍNEZ GARCÍA
DIP. MARTHA CAROLINA MORALES IRIBARREN

DIP. SONIA VILLARREAL PÉREZ
DIP. GEORGINA CANO TORRALVA

DIP. IRMA LETICIA CASTAÑO OROZCO
ESTA HOJA DE FIRMAS CORRESPONDE A LA INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE ADICIONA UN PARRAFO A LOS ARTÍCULOS 1 Y 849 DEL CÓDIGO PROCESAL CIVIL DEL ESTADO DE COAHUILA DE ZARAGOZA.
� “Opinión Separada del juez Rodolfo E. Piza Escalante”, en Corte IDH, Exigibilidad del Derecho de rectificación o Respuesta (arts. 14.1, 1.1 y 2 Convención Americana sobre Derechos Humanos), Opinión Consultiva oc-7/86 del 29 de agosto de 1986, serie A, núm. 7, párr. 36.


� Principio definido por Martín Abrego y Christian Courtis, en “La aplicación de los tratados internacionales sobre derechos humanos por los tribunales locales”, Ed. del Puerto, p. 163.


� Corte IDH, opinión consultiva OC-5/85, "La colegiación obligatoria de periodistas" (artículos 13 y 29 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos), del 13 de noviembre de 1985, serie A, núm. 5, pfo. 46.
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